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SUBSIDIO DE VIVIENDA PARA LA POBLACIÓN DESPLAZADA. Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en reconocer la condición de sujetos de especial protección que ostentan las personas, que debido a la violencia que azota el país han debido abandonarlo todo en procura de salvaguardar su vida e integridad física, hecho que las ubica en situación de vulnerabilidad debido a la “violación grave, masiva y sistemática de sus derechos fundamentales”
.  También ha sido considerada por el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, la procedencia de la acción de tutela cuando quien invoca la protección de sus derechos fundamentales ha sufrido el flagelo del desplazamiento forzado.

De otro lado, la Sala de Casación Laboral, en sentencia de fecha 18 de diciembre de 2014, radicación STL17475, en relación con la intervención del juez de tutela en los casos en los que se reclama la asignación de subsidios de vivienda de manera directa indicó lo siguiente:

“Frente a las aspiraciones del petente de obtener a través de este mecanismo la entrega material del subsidio, debe decirse que no es posible acceder a tal reclamación por cuanto impartir una orden de tal índole, desbordaría la órbita de acción del juez de tutela, a quien no le es dable declarar la titularidad de derechos de rango legal en cabeza de los administrados, además de afectar la legalidad del gasto público, cuya competencia está radicada en autoridades distintas de las judiciales.
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Pereira, nueve de septiembre de dos mil dieciséis 
Acta N° 0         de 9 de septiembre de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por la señora SANDRA ELENA CUENUT MATURANA contra la providencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el 29 de julio de 2016, dentro de la acción de tutela que adelanta contra la UNIDAD ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, FONVIVIENDA y el MUNICIPIO DE PEREIRA.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Cuenut Maturana que en compañía de su grupo familiar compuesto por 3 hijos, fue desplaza del corregimiento de Santa Cecilia  desde el año 2001; que en consideración a dicha situación fue beneficiada por parte del Municipio de Pereira, con la entrega de un lote provisto de servicios públicos básicos, ubicado en el sector denominado Remanso Guayabal.

No obstante recibir dicha ayuda, estima que la misma no satisface su necesidad de vivienda digna, toda vez que no tiene la capacidad para adelantar la obra civil que implica la construcción de su casa, por lo que reclama sea excluida del referido programa y en su lugar le sea asignada una vivienda, tal como le fue entregada, en los proyectos Salamanca y San Joaquín, a desplazados e incluso a  personas que no ostentan dicha condición.
Al margen de lo anterior, informa que elevó derecho de petición ante la Unidad Especial de Atención y Reparación Integral de las Víctimas con el fin de obtener la indemnización administrativa con miras a no continuar recibiendo la prórroga de ayuda humanitaria que le es entregada cada dos años, obteniendo de la entidad la negativa a su solicitud, precisándole además que, como quiera que ya tenía medios para procurar su subsistencia, no le serían entregados más beneficios.  
Sostiene que requiere de la indemnización, así como del proyecto productivo para salir adelante con su familia, por lo que estima que la respuesta dada por la entidad no satisface sus pretensiones.
Es por todo lo anterior que solicita sea amparado su derecho fundamental a la vivienda digna y como consecuencia de ello se ordene a la accionadas que procedan a retirarla del programa de vivienda “El Remanso” y en su lugar le asignen una solución definitiva de vivienda.  Así mismo reclama la indemnización administrativa a la que tiene derecho por su condición de víctima de la violencia y a la prórroga de ayuda humanitaria mientras se le entrega la primera. 
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, despacho que la admitió y dispuso el traslado a las entidades accionadas por el término de (2) días para que se vincularan a la litis.  Así mismo, dispuso del requerimiento de Comfamiliar Risaralda y de  la Oficina de Gestión Inmobiliaria de Pereira, para que informen respecto a su participación en el Programa de Fonvivienda y si tiene conocimiento de la solicitud elevada por la accionante.
La Caja de Compensación Familiar -Comfamiliar Risaralda-, atendió dicho requerimiento, precisando que no es la entidad competente para conceder o negar subsidios de vivienda, pues tal función,  de acuerdo con Decreto 555 de 2003, le fue encomendada al Fondo Nacional de Vivienda Fonvivienda, entidad adscrita al Ministerio de Vivienda  Ciudad y Territorio.
Afirma que su labor en la asignación de subsidios por parte del Estado, se limita a la gestión de la parte operativa de acuerdo con el convenio celebrado con el Fondo Nacional de Vivienda, por lo que ella solo se encarga de la postulación de los ciudadanos, correspondiéndole a la última entidad la asignación o rechazo del grupo familiar.

Frente al caso concreto, confirmó que revisada la base de datos, no encontró registro alguna que indique que la tutelante haya recibido un subsidio de vivienda por parte de Fonvivienda.
El Municipio de Pereira por su parte y frente al caso concreto informó que la promotora de la litis es beneficiaria de un “subsidio familiar municipal de vivienda en especie y dinero como proceso de inicio de solución de vivienda” en el “Proyecto de Vivienda El Remanso”, según la Resolución No 2758 de 8 de junio de 2007 y frente a tal beneficio indica que no existe renuncia expresa por parte de la favorecida, manifestación que se requiere para dar trámite legal a la asignación realizada por medio de acto administrativo.

Indica que ese ente territorial reportó a la señora Cuenut Matura dentro del censo de familias localizadas en zona de alto riego, ante el Gobierno Nacional para que le fuera posible participar de la convocatoria para asignación de un subsidio familiar de vivienda en especie –SFVE-, consistente en un auxilio económico para la construcción de su casa, pero luego de efectuarse la postulación por parte de Comfamiliar, el hogar de la tutelante fue rechazado por el cruce de información, situación que debe solucionar ante la encargada de la asignación de los SFVE.

No obstante lo anterior, indica el municipio que incluyó ese mismo grupo familiar en el censo de damnificados por desastre natural, calamidad pública o localizados en zona de alto riesgo, el cual fue refrendado por las entidades encargadas y remitido ante el Departamento Para la Prosperidad Social, la cual se encarga de definir los potenciales beneficiarios del SFVE, para luego ser convocados por Fonvivienda, precisando que en este caso, infiere que la señora Cuenut Maturana no fue llamada para beneficiarse del programa de vivienda gratis, el que de pasó indicó terminó en el mes de agosto del año 2015, con la asignación de la totalidad de los cupos.
Refiere entonces, que se encuentra cumplida su obligación legal en torno a población localizada en zona de alto riego, correspondiéndole a la Unidad de Atención y Reparación Integral de las Víctimas atender sus necesidades como víctima de desplazamiento forzado 

Fonvivienda, luego de una breve reseña de su naturaleza jurídica y las funciones asignadas por el Decreto Ley 555 de 2003, indicó que la actora se benefició del subsidio para la adquisición de vivienda por valor de $7.636.000, encontrándose éste vencido debido a que no fue movilizado, situación que no puede ser remediada dado que dicho monto fue devuelto a la Dirección General del Crédito Público y del Tesoro Nacional del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Informa que en la postulación para la convocatoria Bolsa Única Nacional para acceder a un subsidio de vivienda nueva en el proyecto “Tokio” de Pereira, el hogar de la actora refleja como estado “cruzados”; igual situación se refleja en la postulación en la Bolsa de Desastres, para adquirir vivienda nueva o usada, proyecto individual, en este caso, por resultar beneficiaria de un subsidio entregado por el INURBE. 

Refiere además, que a pesar de que la actora fue habilitada para postularse en el proyecto de vivienda gratuita “San Joaquín”, no realizó tal actuación, siendo imposible en la actualidad otorgar una solución definitiva de vivienda de manera gratuita dado que éste se encuentra cerrado, por lo que debe esperar que el Departamento para la Prosperidad Social habilite su hogar para otro proyecto y estar atenta a nueva convocatorias que abra Fonvivienda en el municipio de Pereira.
Llegado el día del fallo, la juez de primer grado negó la protección al verificar que la pretensión relacionada con el retiro del programa “El Remanso” del cual no se quiere beneficiar la actora, depende única y exclusivamente de su actuación, en la medida en que debe efectuar la manifestación expresa e inequívoca de su intención de no acceder el beneficio otorgado.

Consideró también la juez del caso, que al haber resultado beneficiaria de un subsidio de vivienda en especie, con independencia de su deseo de renunciar a él, éste genera el cruce que hoy impide que el hogar de la tutelante se beneficie de otro auxilio de igual naturaleza. 

En cuanto a la petición relacionada con la prórroga de ayuda humanitaria y el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa, no encontró prueba alguna de dicha reclamación, por lo que no advirtió la vulneración pregonada en la demanda. 

Inconforme con lo decidido la señora Cuenut Maturana impugnó indicando que Fonvivienda no resulta acertada cuando afirma que le fue otorgado un subsidio económico que en la actualidad se encuentra vencido por su inactividad, pues afirma que tal beneficio le fue otorgado al grupo familiar que conformaba con su hermano, por lo que sostiene que frente a tal omisión no tiene responsabilidad alguna, precisando también, que desde hace mucho tiempo se encuentra desenglobada del mismo.
Niega además, haberse postulado para los demás subsidios que le son enrostrados por dicha entidad y sólo reconoce lo atinente a la asignación de un lote con servicios en el “Proyecto el Remanso” de la ciudad de Pereira.
Insiste que lo que realmente pretende es la asignación de una vivienda digna y que el cruce que se genera por cuenta de recibir un subsidio por parte del Inurbe, no tiene sustento alguno, pues afirma que por dicha entidad no ha recibido auxilio de esa naturaleza.

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

¿Es procedente la acción de tutela, para reclamar una solución definitiva de vivienda?
Antes de entrar a revolver el interrogante formulado, es preciso anotar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

Una de las características de éste mecanismo de protección excepcional, es la de constituir un instrumento jurídico de naturaleza subsidiaria y residual, que sólo se abre paso cuando el afectado carece de otros medios de defensa judicial, o cuando, existiendo, se la utiliza como mecanismo transitorio de aplicación inmediata, para evitar un perjuicio irremediable.
2. SUBSIDIO DE VIVIENDA PARA LA POBLACIÓN DESPLAZADA.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en reconocer la condición de sujetos de especial protección que ostentan las personas, que debido a la violencia que azota el país han debido abandonarlo todo en procura de salvaguardar su vida e integridad física, hecho que las ubica en situación de vulnerabilidad debido a la “violación grave, masiva y sistemática de sus derechos fundamentales”
.  También ha sido considerada por el máximo órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, la procedencia de la acción de tutela cuando quien invoca la protección de sus derechos fundamentales ha sufrido el flagelo del desplazamiento forzado.

Ahora bien, en cuanto al subsidio de vivienda para la población desplazada, se tiene que la Ley 387 de 1997,
 estableció “el acceso directo de la población desplazada a la oferta social del gobierno, en particular a los programas relacionados con: (…) Atención social en salud, educación y vivienda urbana y rural, la niñez, la mujer y las personas de la tercera edad” 

Dicha disposición fue regulada por el Decreto 951 de 2001,
 el cual determinó los requisitos para acceder al subsidio de vivienda, sus modalidades así como sus potenciales beneficiarios, identificando dentro de éstos a aquellos hogares conformados por personas desplazadas, que han hecho su respectiva declaración ante las entidades competentes y que se encuentren debidamente registradas en el Registro Único de Población Desplazada (RUPD), actualmente Registro Único de Víctimas (RUV).
Posteriormente, en atención a los requerimientos plasmados en el auto 008 de 2009, por la  Corte Constitucional, en relación con el replanteamiento de la política de vivienda para la población desplazada, se expidió el Decreto 4911 de 2009, con el que cambió el rumbo de la política pública de atención de vivienda de la población desplazada, para focalizarse en la generación de oferta de vivienda suficiente y direccionada a este especial grupo vulnerable; no obstante con dicha normatividad no se alcanzaron grandes avances, con lo cual debió nuevamente reorientarse las políticas públicas del sector, para lo cual fue expedida la Ley 1537 de 2012 “Por la cual se dictan normas tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda”,  con la cual se creó el programa de vivienda gratuita dirigida a las poblaciones que se encuentran en especiales condiciones de vulnerabilidad.

La Ley 1537 de 2012 y el Decreto reglamentario 1921 de 2012, modificado por el Decreto 2164 de 2013, reglamentaron el procedimiento administrativo para la adjudicación de los subsidios de vivienda en especie, indicando claramente en el artículo 14, de esta última disposición las causales de rechazo de la postulación, siendo una de ellas el “que alguno de los miembros del hogar postulante haya sido beneficiario de un subsidio familiar de vivienda con el cual haya adquirido una vivienda o construido una solución habitacional, aun cuando la vivienda haya sido transferida, es decir, cuando el subsidio familiar de vivienda haya sido efectivamente aplicado en una solución de vivienda” –literal b)-, permitiendo como excepción, los eventos en los que el “beneficiario haya perdido la vivienda por imposibilidad de pago del crédito con el cual la adquirió, ni cuando la vivienda haya resultado totalmente destruida o quedado inhabitable a consecuencia de desastres naturales, calamidades públicas, emergencias, o atentados terroristas” –Parágrafo 1º-. –Negrilla para resaltar-.
Posteriormente, el Presidente de la República, en desarrollo de la Ley 3ª de 1991 y el artículo 12 de la Ley 1537 de 2012, expidió el Decreto 2726 del 29 de diciembre de 2014, “por medio del cual se modifican y precisan las condiciones de selección y asignación de los beneficiarios de los subsidios familiares de vivienda urbana 100% en especie”.
Como puede observarse, ha sido mucha la evolución del marco normativo que regula las políticas públicas de asignación de subsidios de vivienda en especie para la población desplazada del país, variaciones y replanteamientos que han obedecido al comportamiento social de dicho flagelo y a la necesidad de concretar los beneficios ofrecidos por el Estado a ésta especial grupo población, puesto en condición de debilidad manifiesta a raíz del conflicto interno colombiano. 

Ahora, es precisamente por ese propósito que la Sala de Casación Laboral ha impedido que sea el Juez de tutela el llamado a otorgar los beneficios solicitados, pues considera que tal función se encuentra en cabeza de las entidades encargadas de la asignación de SFVE, de acuerdo con los requisitos legalmente establecidos para ello.  Tal posición, fue materializada en sentencia de fecha 18 de diciembre de 2014, radicación STL17475, en la que indicó lo siguiente:

“Frente a las aspiraciones del petente de obtener a través de este mecanismo la entrega material del subsidio, debe decirse que no es posible acceder a tal reclamación por cuanto impartir una orden de tal índole, desbordaría la órbita de acción del juez de tutela, a quien no le es dable declarar la titularidad de derechos de rango legal en cabeza de los administrados, además de afectar la legalidad del gasto público, cuya competencia está radicada en autoridades distintas de las judiciales.

En este punto importa mencionar que la asignación de beneficios, como los reclamados por la parte actora, se encuentran sometidos a unos requisitos y condiciones reglados que no pueden ser desconocidos por el juez constitucional y, por lo mismo, la petición de amparo resulta en este aspecto improcedente, pues no es dable en sede de tutela introducir u omitir condiciones diferentes para su entrega, so pena de invadir la competencia legal de las autoridades establecidas para tales efectos.

Y es que no resulta dable al juez de tutela, soslayar el cumplimiento de los requisitos establecidos legalmente para acceder a una vivienda, o a un subsidio para mitigar las   condiciones que según el demandante atraviesa, para ordenar directamente y sin ninguna otra consideración, su entrega inmediata, como lo pretende el convocante. 
Bajo este panorama, el recurso al amparo constitucional no puede tener vocación de prosperidad, ni siquiera como mecanismo transitorio, dado que no viene probado el padecimiento de perjuicio irremediable para el actor que permita la aplicación de la excepción a la aludida regla general de improcedencia de la tutela ante la existencia de otras vías defensivas, por ser lo cierto que no se acredita la ocurrencia de situaciones que en realidad tengan el carácter de excepcional, con respecto a la población desplazada que igualmente espera la asignación de ayudas y subsidios, para obtener la protección que reclama por esta vía preferente y sumaria.

Por último, debe precisarse que si bien en el trámite surtido fue rechazada la postulación del accionante, tal situación fue debidamente corregida, dado que mediante la Resolución  No. 1199 del 8 de julio de 2014 se repuso la decisión adoptada en la Resolución 0946 del 14 de noviembre de 2013, toda vez que, se «desvirtuaron las causas que motivaron la no inclusión de los hogares», entre los que se encontraba el del accionante, y en consecuencia, se dispuso «validar la postulación y ordenar continuar con el proceso de asignación, en los términos del Decreto 1921 de 2012, una vez la entidad otorgante cuente con disponibilidad de recursos, de cupos en el proyecto de vivienda y se  mantenga el cumplimiento de los requisitos para el acceso al subsidio familiar  de vivienda en especie»; de ahí que el petente debe esperar el trámite de rigor contemplado legalmente, el cual en modo alguno puede ser desconocido por el juez constitucional y, por lo mismo, el amparo  concedido  en la primera instancia era todas luces era improcedente, pues no es dable en sede de tutela modificar las condiciones para  la asignación y la entrega del beneficio en mención, menos aún,  desconocer los procedimientos establecidos legalmente para la entrega material de los subsidios a la población desplazada.
De acuerdo a lo anterior, y siendo que no se vislumbra, ni se acredita la efectiva vulneración o amenaza de los derechos fundamentales del peticionario, presupuesto sine qua non para la viabilidad del amparo solicitado, al no compartir esta Sala la decisión adoptada por el a quo por las razones precedentes, se revocará íntegramente la decisión de primer grado.” 
Así mismo, recientemente indicó en Sentencia STL 57751
“Las entidades gozan de autonomía administrativa para decidir quién es aceptable, y de acuerdo a los criterios legales de priorización, analizar si le asiste derecho a dichos beneficios asistenciales, pues se insiste, estos no pueden ser atribuidos arbitrariamente por esta jurisdicción, toda vez que se podría correr el riesgo de atentar contra derechos fundamentales de otras personas que también participan en dichos programas”

3.  CASO CONCRETO

Solicita la parte actora la protección del derecho fundamental a la vivienda digna, la cual, según la acción, se materializa con la entrega de una solución de vivienda gratuita a la que estima tiene derecho en atención a su condición de desplazada. 
Lo primero que debe precisarse es que tal aspiración, según lo informado por Fonvivienda y el Municipio de Pereira, presenta varios obstáculos que deben ser sorteados antes de acceder al beneficio pretendido, toda vez que como lo reconoce la promotora de la acción, mediante Resolución No 2758 fue favorecida con la entrega del Lote 3 de la Manzana 81 del proyecto de vivienda “El Remanso”, predio que aunque no quiere que entre a formar parte de su patrimonio, aún se encuentra asignado a su favor.
La segunda situación se presenta con el beneficio que de un subsidio de vivienda en especie le fue otorgado al grupo familiar del señor Eduardo Cuenut, el cual integró la señora Cuenut Maturana, situación por la que seguramente hoy por hoy se genera el cruce de información que se presenta en las bases de datos externas de las cuales se sirve Fonvivienda para la asignación de los SFVE.

Tal y como se presentan las cosas, es evidente que la tutelante debe asumir la carga que le corresponde, en cuanto a que sólo ella puede renunciar a la titularidad del bien asignado por el Municipio de Pereira, sin que sea posible trasladar tal responsabilidad al juez de tutela, pues es claro que no está facultado para desplazar la voluntad del beneficiario, ni para disponer de un derecho de carácter económico, que de modo alguno se encuentra afectando una garantía fundamental.

También es el caso precisar que, según la impugnación, la señora Cuenut Maturana, en la actualidad no integra el grupo familiar de su hermano Eduardo Cuenut, razón por la cual, de cara a sus aspiraciones de acceder a una vivienda gratuita ofertada para la población desplazada, es necesario que gestione su desvinculación, con el fin de que pueda acceder a los beneficios de la oferta institucional, con la que se pretende lograr la estabilización de tan especial grupo humano y en especial para que sea posible su participación en las convocatorias realizadas por Fonvivienda.
Ahora bien, es oportuno indicar que, frente al derecho a la vivienda digna que reclama la actora, en casos similares, ha sido insistente el órgano de cierre de esta especialidad, en sostener la improcedencia de la acción de tutela para reclamar asignación de subsidios de vivienda, pues considera que tales beneficios “se encuentran sometidos a unos requisitos y condiciones reglados que no pueden ser desconocidos por el juez constitucional; por lo mismo, la petición de amparo resulta en este aspecto improcedente, pues no es dable en sede de tutela introducir u omitir condiciones diferentes para la entrega del bien reclamado, so pena de invadir la competencia legal de las autoridades establecidas para tales efectos”
.

Así las cosas, no solo es claro que al juez de tutela le está vedado suplantar la competencia de las entidades encargadas de otorgar los citados beneficios, sino que es evidente que las llamadas a juicio han obrado conforme las disposiciones legales, actuales y vigentes que regulan la asignación de SFVE para la población desplazada, dadas las particularidad del presente asunto.
Consecuente con lo anterior, la decisión de primer grado será confirmada.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 29 de julio de 2016.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las partes por el medio más expedito.
TERCERO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES  OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Sentencia T-025 de 2004. 


� Sentencia T-025 de 2004. 


� Ley 387 de 1997 “Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia”. 


� “Por el cual se reglamentan parcialmente las leyes 3ª de 1991 y 387 de 1997, en lo relacionado con la vivienda y el subsidio de vivienda para la población desplazada”. Artículo 1°. “Del subsidio familiar de vivienda para población desplazada. Tal como lo establece el artículo 6º de la Ley 3ª de 1991, el subsidio familiar de vivienda es un aporte estatal en dinero o especie, otorgado por una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitarle una solución de vivienda de interés social, sin cargo de restitución, siempre que el beneficiario cumpla con las condiciones que se establecen en la Ley 3ª de 1991 y aquellas que la modifiquen o adicionen. || La población desplazada tendrá acceso al subsidio familiar de vivienda en las condiciones que se establecen en el presente decreto”.


� Ibídem
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